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UN PROYECTO DE CONVIVENCIA PARA LA SOCIEDAD VASCA


El presente artículo tiene por objetivo presentar la "Propuesta de pacto de libre asociación con el Estado español" que el Lehendakari dio a conocer al conjunto de la sociedad el 27 de septiembre de 2002 en el Parlamento vasco, con ocasión del debate de política general. De trata de unas reflexiones que parten del convencimiento de que la solución a la situación política vasca nunca podrá partir de la imposición de unas tesis sobre otras, ni de la consideración de determinadas recetas como exclusivas frente a otras.

No se trata de tolerarnos, no se trata de coexistir. Fundamentalmente, hay que convivir. Y esta convivencia sólo puede conseguirse a través del diálogo y mediante el respeto a los proyectos del otro. En este sentido, la propuesta para la convivencia presentada por el Lehendakari y su Gobierno se plantea como una aportación abierta y flexible; una aportación sujeta al diálogo político, con el objeto de alcanzar las aportaciones y acuerdos necesarios para su desarrollo. Desde este punto de vista, debe subrayarse el convencimiento de que la piedra angular para posibilitar el futuro de la sociedad vasca no se encuentra en un camino particular y concreto, sino que, muy al contrario, la solución de sus problemas  exige apertura y respeto a las aportaciones ajenas.

Estas cuestiones deben abordarse desde el convencimiento de que los conceptos clásicos de identidad, soberanía, independencia, ámbito de decisión y otros empiezan a perder su significado unívoco de forma galopante. Baste recordar que la Dirección de Competencia Europea ya dictamina sobre la “acción de oro” de las empresas españolas privatizadas, o que el propio Imperio Británico, que  hace  apenas sesenta años atrás dominaba    el mundo  -con colonias en los cinco continentes-, ahora se ve obligado a aceptar que se le regule hasta la duración de la semana laboral desde un ámbito externo a sus fronteras. Y lo mismo podría indicarse acerca de las monedas. 

Desde la época del Imperio Persa, el recaudador de impuestos, el policía o guardián de caminos y la imagen del  Emperador grabada en la moneda de curso legal han sido los símbolos del poder y la soberanía. Ahora es Willem F. Duisenberg quien vela  por la política monetaria europea desde Frankfurt. Otro tanto puede decirse sobre la cooperación en el ámbito de política exterior, la política de seguridad o el espacio policial y judicial europeo. En definitiva, los espacios políticos se transforman en nuevas realidades más amplias y, a la vez, las realidades subestatales buscan su propio espacio de desarrollo político, económico y cultural, en un reforzamiento de lo pequeño como comunidad natural con la que el ciudadano se identifica. 
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Este deseo de compartir identidades y soberanías permite que puedan formularse planteamientos atrevidos desde el punto de vista político, para dar así respuesta a realidades complejas. Como dice Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, refiriéndose precisamente a esta propuesta: 

«Si no tenemos empacho de compartirla (la soberanía) con país tan lejano como Dinamarca en el seno de la Unión Europea ¿no es farisaico escandalizarse de la cosoberanía con Euskadi en un Estado complejo?1.
Por tanto, queremos y debemos plantear respuestas a la resolución del problema, conflicto, discrepancia o diferencia de visión que existe en la sociedad vasca sobre su identidad nacional, sobre la naturaleza de sus relaciones y vínculos con el conjunto del Estado español y sobre su nivel de autogobierno. Y hacerlo, además, desde una posición integradora que asuma la pluralidad de la sociedad vasca. En definitiva, un proyecto integrador que apueste por una sociedad común, constituida a partir de las aportaciones y reflexiones de las diferentes posiciones existentes en la comunidad vasca que, de una forma abierta, haga de la propia complejidad su seña de identidad.

PRINCIPAL PROB
LEMA: LA VIOLENCIA DE ETA

Este es el objetivo de la propuesta de un pacto para la convivencia presentada por el Lehendakari en septiembre de 2002 en el Parlamento Vasco. Ahora bien, antes de tratar los ejes de la misma debe señalarse de forma contundente lo que entiendo que es el principal y más grave problema que tiene la sociedad vasca: la violencia inhumana e irracional de ETA. Para ello, deben  tenerse en cuenta las ideas siguientes:

1)
El terrorismo de ETA es el principal problema que se padece en Euskadi y su desaparición es la prioridad absoluta de la sociedad vasca, de sus Instituciones y de su Lehendakari. No hay presidente, gobierno, institución o sociedad que desee más acabar con esta lacra, que el Presidente Vasco, el Gobierno Vasco, las Instituciones Vascas y la sociedad vasca.


2)
La violencia debería estar a salvo de las confrontaciones electorales y partidistas. En este sentido, este tipo confrontación provocada por los atentados de ETA es fundamentalmente un factor multiplicador de la potencia de la violencia terrorista. Las estrategias de división entre fuerzas políticas, que buscan la descalificación de todos aquellos que no comparten diagnóstico sobre el terrorismo y terapia alguna sobre la mejor fórmula de hacer frente a ETA, se convierten en aliados objetivos, quizá inconscientemente, de la estrategia de confrontación diseñada por ETA.  Además, tanto el enfrentamiento como la descalificación que acompañan a los atentados de ETA se utilizan en clave partidista para ocultar la sintomatología de otros males de la política española como el Prestige, la corrupción, la guerra de Irak....

3)
La unidad contra la violencia de ETA debe conducirse a partir de presupuestos éticos -la primacía de la vida humana sobre cualquier proyecto político- y políticos -ETA trata de dinamitar la institucionalización democrática de la sociedad vasca desarrollada durante los últimos veintitrés años-. A partir de aquí, hay que respetar las diferencias entre los proyectos de cada formación política. El mero hecho de no compartirlos no puede ser motivo en ningún caso para identificar dicho proceder como una colaboración con el terrorismo, o para usarlo como una excusa para negar a nadie el diálogo político o el respeto y la colaboración interinstitucional.

4)
La lucha contra el terrorismo deberá ir siempre acompañada de la búsqueda de una mayor profundización social en la democracia y de la defensa activa del régimen de libertades. La grandeza de la democracia es precisamente su capacidad para garantizar los derechos a aquellos que incluso quieren destruirla. Medidas como la Ley de Partidos, entre otras, se convierten en factores de desestabilización, en el sentido en que, además de debilitar el apego de sectores importantes de la sociedad al sistema democrático e institucional, constituyen elementos de fractura entre las formaciones políticas y catalizadores del enfrentamiento político y social.

5)
Batasuna no merece ninguna muestra de solidaridad, por mínima que ésta sea. Ahora bien, no se trata de un tema de solidaridad,  ni tampoco de más o menos nacionalismo, sino de libertades democráticas. Y, en este sentido es   absolutamente inaceptable que, valiéndose  de  ese   clima de   hartazgo,   -comprensible, por otro lado- que han provocado tanto ETA -con sus horribles crímenes- como Batasuna -con sus complicidades-, se esté llevando a cabo un auténtico proceso de involución de las libertades en la democracia española. Como decía The Economist, septiembre 2002, refiriéndose a Batasuna: «Sus opiniones pueden resultar odiosas, pero el derecho a la libertad de expresión debe valorarse como protección no para las ideas anodinas, sino para las ofensivas»2.

En definitiva, las políticas para hacer frente al problema más grave que sufre la sociedad vasca -el del terrorismo- deben abordarse desde parámetros de unidad para hacer frente al problema, pero con respeto escrupuloso a los proyectos políticos que cada formación política democrática representa en la sociedad vasca.

FALTA DE NORMALIZACIÓN POLÍTICA

Todo ello nos puede permitir abordar el otro problema abierto en Euskadi, ese que para algunos no existe, aunque uno se encuentre con situaciones como las detectadas por el Euskobarómetro de la Universidad Pública Vasca en un sondeo de julio del 2003, cuando la adhesión a la Constitución española alcanzó su mínimo histórico en Euskadi, lo cual, teniendo en cuenta que, en su aprobación,  rondó el apoyo del 30% del censo es hito de difícil superación. Evidentemente, este dato ejemplifica un problema de falta de normalización política.

Se trata de un problema que ha crecido como consecuencia de la frustración generada en la sociedad vasca por una falta de respeto a ese preciado proyecto de autogobierno que fue el Estatuto de Gernika, refrendado en 1979 y, que veintitrés años más tarde, pese a los frutos y soportes que ha dado a la sociedad vasca en términos de autogobierno y bienestar, ha sido horadado y erosionado mediante tres mecanismos básicos:

1)
El incumplimiento de una parte sustancial del mismo como es el bloque social (seguridad social, políticas de empleo, etc.) o las políticas de investigación técnica y científica -con ausencia de transferencias y bloqueo de cualquier calendario para abordar las mismas.

2)
El debilitamiento de las competencias exclusivas vascas a través de una legislación básica estatal que interviene exhaustivamente en las mismas, minando su contenido y limitando su campo de actuación.

3)
Un proceso de regresión autonómica como consecuencia de la ausencia de traslación de la realidad plural del Estado al ámbito europeo, lo que supone que la Administración General del Estado se arroga la representación global del mismo relegando a las Comunidades Autónomas.

Además de todo ello, el carácter político paccionado del Estatuto queda diluido por la carencia de mecanismos que doten de garantías mutuas a ambas partes sobre el cumplimiento del mismo.

Todo ello da lugar a una necesidad añadida de soluciones para abordar la falta de normalización política, agravada por la dilución de confianzas mínimas sobre los elementos en los que se sustentaban las complicidades políticas. Es en este contexto -el de abordar la necesidad de soluciones- en el que el Lehendakari  ha presentado  su propuesta de pacto para la convivencia, la cual ha sido planteada desde el respeto a las diferentes propuestas políticas y desde la convicción de que el diálogo debe ser la herramienta básica para trabajar sobre ellas.

ANEXO: EL PLAN DEL LEHENDAKARI Y SU GOBIERNO

La necesidad de un nuevo pacto político con el Estado como clave de un proyecto de solución


Para dar respuesta a esta esperanza, es preciso articular un nuevo pacto político que adecue nuestro marco de autogobierno a los deseos mayoritarios de la sociedad vasca actual, utilizando los instrumentos y las potencialidades que contempla el propio Estatuto de Gernika.

El proyecto: un nuevo status libre asociación con el Estado español para una nueva etapa

Los tres pilares de la propuesta


El objetivo es alcanzar un pacto para la convivencia basado en el reconocimiento del derecho del Pueblo Vasco a ser consultado para decidir su propio futuro. Este pacto se sustenta sobre tres pilares fundamentales:

1)
El Pueblo Vasco es un Pueblo con identidad propia…


2)
que tiene derecho a decidir su propio futuro…

3)
desde el respeto a las decisiones de los ciudadanos y ciudadanas de los diferentes ámbitos jurídico-políticos en los que actualmente se articula.

La Propuesta y su contenido:

El Lehendakari y el Gobierno planteamos al Estado español un nuevo pacto político para la convivencia, basado en el reconocimiento de nuestra identidad nacional y en la libre asociación a un Estado plurinacional.

En definitiva, desde el ámbito de representación de la Comunidad Autónoma Vasca como parte integrante del pueblo vasco, y en desarrollo de nuestra capacidad de decidir libre y democráticamente nuestro propio futuro, planteamos una nueva etapa de relación con el Estado español sobre la base de un nuevo status de libre asociación.

El contenido del nuevo Pacto:

Sobre la base de partida de las potencialidades del actual régimen de autonomía que establece el Estatuto de Gernika, planteamos una profundización de nuestro autogobierno en los siguientes términos:

1) El reconocimiento jurídico de nuestra identidad nacional y el derecho a decidir nuestro propio futuro: el reconocimiento del derecho que tiene el Pueblo Vasco a ser consultado para decidir su propio futuro, esto es el marco de relaciones internas y externas que desea tener, desde el respeto a la voluntad de los distintos ámbitos territoriales y jurídico-políticos en los que actualmente se articula.


Desde la Comunidad Autónoma Vasca, y en el ámbito de decisión que representamos como parte integrante del Pueblo Vasco, queremos articular nuestro derecho a decidir nuestro propio futuro a través del reconocimiento de la capacidad plena para regular y gestionar la realización de consultas democráticas a la sociedad vasca por vía de referéndum.


Asimismo, y atendiendo la plurinacionalidad del Estado español, planteamos que se reconozca, con toda naturalidad, la nacionalidad vasca para quien así lo desee, a efectos jurídicos, políticos y administrativos.

2)
La libertad de relaciones entre los Territorios de la Comunidad Autónoma Vasca y la Comunidad Foral de Navarra: una libertad sustentada sobre el derecho que les asiste a las ciudadanas y ciudadanos de los Territorios de la CAV (Alava, Bizkaia y Gipuzkoa) y a los de la Comunidad Foral de Navarra, a establecer los vínculos políticos y las relaciones internas que consideren más adecuados para su desarrollo y bienestar político, social, económico y cultural, sin más limitación que su propia voluntad.
Debe quedar claro de una vez por todas, que sólo a las navarras y a los navarros les corresponde decidir su propio futuro. Desde esta premisa de respeto, no se pueden imponer ni impedir, por parte de nadie, los cauces e instrumentos de relación que decidan establecer libremente los propios ciudadanos y ciudadanas de la Comunidad Autónoma Vasca y de la Comunidad Foral de Navarra.

3)
La capacidad de establecer relaciones con los Territorios Vascos de Iparralde, ubicados en el Estado francés: planteamos profundizar el marco de relaciones entre los Territorios vascos situados a ambos lado de los Pirineos para estrechar los especiales lazos históricos, sociales y culturales existentes con los Territorios de Iparralde, ubicados en el Estado francés. Para ello, se propone la utilización más amplia y flexible de la normativa comunitaria y de los tratados que posibilitan la cooperación transfronteriza entre territorios pertenecientes a distintos estados de la Unión Europea.
4)
La configuración de un poder judicial vasco autónomo: un poder judicial que, junto con el poder legislativo y ejecutivo, complete los tres poderes de nuestro autogobierno. Esto supone disponer de un poder judicial en el que se agoten todas las instancias judiciales en Euskadi y la sustitución del Estado en la Administración de justicia en nuestra Comunidad, sin más limitación que la aplicación de los mismos principios procesales y derechos fundamentales que rigen en el Estado, y con el diseño de un marco de coordinación y cooperación con el ámbito estatal y europeo.

5) Garantizar la institucionalización política de Euskadi. lo que implica una autonomía plena en el diseño de las propias instituciones de autogobierno político. Ello afecta a la exclusividad en la autoorganización, seguridad pública, administración foral y local y derecho privado en el ámbito de la vecindad, familia, relaciones patrimoniales, empresa y sociedad civil.

6) Preservar nuestra identidad cultural: desarrollando una política pública autónoma que permita preservar las señas de identidad cultural en todo el sistema de formación y transmisión del conocimiento. Esto comporta la competencia exclusiva en el ámbito de la cultura, la lengua y la educación, y también la competencia exclusiva en aspectos emblemáticos tales como la representatividad internacional de las manifestaciones culturales y de las selecciones nacionales de las federaciones deportivas vascas, que así lo deseen.

7) Desarrollar un ámbito sociolaboral, económico y de protección social propio: a estos efectos, se contempla la gestión autónoma de una política económica propia, el sistema tributario y fiscal, y los sistemas de relaciones laborales, así como los de previsión, bienestar y seguridad social, estableciendo al efecto los mecanismos de solidaridad y cooperación precisos con el Estado y con Europa.

8) Garantizar la gestión de nuestros recursos naturales e infraestructuras: supone la exclusividad, en el territorio vasco, de las actuaciones públicas para la sostenibilidad medioambiental, el régimen del suelo, la titularidad de los recursos naturales y de todas las infraestructuras de comunicaciones.

9) El establecimiento de un sistema bilateral de garantías con el Estado, que impida la modificación unilateral del Pacto suscrito: si estamos hablando de un Pacto y de un modelo de cosoberanía libre y voluntariamente compartida, es preciso establecer un régimen de garantías mutuo que impida la restricción, modificación o interpretación unilateral del pacto suscrito.


A estos efectos, se podrán plantear diversas fórmulas en función del tipo y carácter de las competencias asumidas.

Para aquellas políticas públicas en exclusividad, las normas jurídicas externas que les afecten sólo podrán alcanzar su efectividad plena en el ámbito del País Vasco previa ratificación del Parlamento Vasco.

En el resto de materias será preciso articular foros y normas de conciliación para dirimir pacífica y democráticamente los conflictos, en caso de desacuerdo.

10) La facultad de tener voz propia en Europa y en el mundo: el Pueblo Vasco forma parte de Europa desde los albores de la historia, y la Unión Europea se configura hoy como un espacio en el que deben de tomar cuerpo las futuras relaciones sociales, económicas, políticas y culturales entre las instituciones vascas y las instituciones españolas y europeas.

Las Instituciones de la Comunidad Autónoma Vasca queremos tener una presencia en las Instituciones europeas en defensa de nuestras competencias exclusivas y en representación de nuestra propia identidad. No planteamos nada que no esté previsto en el Tratado de la Unión Europea, como así lo atestigua la presencia y el protagonismo de numerosas regiones y naciones, presidiendo, incluso, los Consejos.

Los Instrumentos

Si se quiere resolver el denominado problema vasco, si se desea alumbrar un verdadero proyecto de normalización política y de convivencia, existen procedimientos e instrumentos en el actual ordenamiento jurídico que se pueden utilizar perfectamente.

El procedimiento está previsto en el artículo 46 del Estatuto de Gernika, y los instrumentos son los siguientes:

· La Disposición Adicional del Estatuto de Gernika.

“La aceptación del régimen de autonomía que se establece en el presente Estatuto no implica renuncia del Pueblo Vasco a los derechos que como tal le hubieran podido corresponder en virtud de su historia, que podrán ser actualizados de acuerdo con lo que establezca el ordenamiento jurídico” 

· La Disposición adicional primera de la Constitución. 
“La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.

· La Disposición derogatoria segunda de la Constitución. 

“En tanto en cuanto pudieran conservar alguna vigencia, se considera definitivamente derogado el Real Decreto de 25 de octubre de 1839 en lo que pudiera afectar a las provincias de Alava, Gipuzkoa y Bizkaia.

En los mismos términos se considerará definitivamente derogada la Ley de 21 de julio de 1876”.

Si reconocemos la existencia de un problema político tenemos que encontrar una solución política y pactada. No es verdad que tengamos un problema jurídico, es un problema de voluntad política y democrática.

El nuevo modelo de relación que planteamos encaja perfectamente con una interpretación abierta y flexible de la Constitución basada en la plurinacionalidad del Estado, según defienden expertos constitucionalistas españoles.

Es un modelo, además, que no pretende ser privativo para Euskadi. Podría perfectamente ser un modelo relacional para otros pueblos y nacionalidades del Estado español, desde una concepción del mismo como una estructura federal asimétrica, defendida por destacables representantes del Partido Socialista y, por supuesto, desde una concepción de federalismo de libre asociación que defiende Izquierda Unida.

El proceso: Un camino que culmina en el respeto a la voluntad democrática de la sociedad vasca

Los Fundamentos del proceso
a) Apertura: el proceso no estará circunscrito estrictamente al ámbito de representación política, sino abierto a la participación social. Este principio de apertura implica la no-exclusión, esto es, la libre participación, de todas las sensibilidades políticas y sociales presentes en la sociedad vasca, que así lo deseen.

El proceso siempre estará abierto, el principio de no-exclusión regirá en todas sus fases, pero también va a funcionar el principio de no-veto, no vamos a admitir la obstrucción y el ejercicio del bloqueo.

b) Flexibilidad: el proceso se planteará en términos de flexibilidad, sin prejuzgar el resultado final y tomando en consideración las diferentes aportaciones sociales y políticas que a lo largo de sus diferentes fases se puedan incorporar. 

c) Legalidad: se atenderá a la vía procedimental contemplada en las normas estatutarias y constitucionales vigentes.

En particular, en la Comunidad Autónoma Vasca se seguirá el procedimiento legal de reforma contemplado en el artículo 46 del actual Estatuto de Autonomía.

d) Democracia: la ratificación definitiva del proyecto se realizará atendiendo a la mayoría democrática de la sociedad vasca, mediante referéndum.

Esta ratificación definitiva deberá producirse en las condiciones adecuadas para que la sociedad vasca se pueda expresar en libertad en un escenario sin violencia y sin exclusiones.

� Herrero y Rodríguez de Miñón, M. (2003): "España y Vasconia: presente y futuro (consideraciones en torno al Plan Ibarretxe)". En: Autores diversos:  Estudios sobre la propuesta política para la convivencia del lehendakari Ibarretxe, pág. 447. Oñati, Instituto Vasco de Administración Pública. 
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